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Introducción 

Una administración de justicia eficiente, independiente y autónoma es un presupuesto 
indispensable para el fortalecimiento de la democracia y la vigencia del Estado de Derecho en 
Guatemala.  Un Poder Judicial integrado por jueces independientes e imparciales, pone límites a los 
abusos de autoridad y es garante de la legalidad y la protección de los derechos de todas las 
personas.  

El presente informe examina las amenazas  a la independencia judicial en Guatemala, en el período 
entre 2021 al 2026.  Para el efecto se utiliza la metodología desarrollada por el observatorio de 
Independencia Judicial de Impunity Watch1, la cual se fundamenta en los  estándares del derecho 
internacional de los derechos humanos. en tres categorías: independencia judicial estructural, 
independencia judicial interna y amenazas y hostigamientos externos.  

El informe revela que las debilidades estructurales del sistema de justicia guatemalteco responden 
a un diseño institucional que permite la injerencia indebida en la función jurisdiccional, la 
politización de los procesos de nombramiento y la instrumentalización de la carrera judicial y el 
régimen disciplinario.  Estas debilidades estructurales se han materializado en la manipulación de la 
designación de jueces y magistrados, generando nombramientos ad hoc, que son incompatibles con 
la garantía de juez natural.   

En el ámbito de la independencia judicial externa, se ha revelado que los diversos mecanismos de 
hostigamiento, como el uso indebido del sistema penal, la presentación de demandas infundadas y 
las campañas de estigmatización contra jueces, son empleados de manera sistemática para hostigar 
a jueces independientes, lo que ha llevado a su renuncia forzada del sistema de justicia y en algunos 
casos, a su desplazamiento forzado para evitar el encarcelamiento arbitrario. Dichos actos 
provienen de aparatos clandestinos que operan con la aquiescencia, tolerancia y apoyo de actores 
estatales vinculados a redes económicas y políticas ilícitas que han cooptado el sistema de justicia 
desde las dictaduras militares.  

Estas condiciones afectan directamente el acceso a la justicia derecho al debido proceso  de todas 
y todos los guatemaltecos, reconocido en el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos y el artículo 8 de la Convención Americana  

 

 
1 Ver informes Impunity Watch. Justicia en Riesgo (2018) y Justicia en Mayor Riesgo (2019). 



 

 

 

I. Análisis de las garantías de independencia estructural a la luz de estándares internacionales y 
derecho interno  

El ejercicio autónomo de la función judicial debe ser garantizado por el Estado tanto en su faceta 

institucional, esto es, el Poder Judicial como sistema frente a otras entidades de derecho público o 

privad;  como en su vertiente individual, es decir, en relación con la persona de la jueza o el juez 

específico. El objetivo de la protección radica en evitar que el sistema judicial, en general, y sus 

integrantes, en particular, se vean sometidos a posibles restricciones indebidas en el ejercicio de su 

función por parte de órganos ajenos al Poder Judicial, o incluso por parte de quienes ejercen 

funciones administrativas o de revisión jurisdiccional en el propio poder Judicial2. 

De esa cuenta, existe una relación directa entre la dimensión institucional de la independencia 

judicial y el derecho de las juezas y los jueces a acceder, ascender y permanecer en sus cargos en 

condiciones generales de igualdad: la carrera judicial3. A partir de esto se derivan las siguientes 

garantías en torno a la función de las autoridades judiciales, las cuales se encuentran consagradas 

tanto en la Constitución Política de la República de Guatemala, como en los instrumentos 

internacionales en materia de derechos humanos:  

a) a un adecuado proceso de nombramiento o ascensos4 ;  

b) a la estabilidad e inamovilidad en el cargo5, y  

c) a ser protegidas contra presiones externas6. 

Específicamente, la Constitución Política de la República y la jurisprudencia internacional establecen 

que la garantía de estabilidad e inamovilidad en el cargo de las y los jueces implica como mínimo lo 

siguiente:  

- La separación del cargo debe obedecer exclusivamente a causales permitidas por la ley, ya 

sea por medio de un proceso que cumpla con las garantías judiciales o porque se ha 

cumplido el término o período del mandato; 

 
2 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, Sentencia de 
5 de agosto de 2008 (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas)  párr. 55, y Caso Cordero Bernal 
Vs. Perú, Sentencia de 16 de febrero de 2021 (Excepción Preliminar y Fondo) párr. 71. 
3 Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) Vs. Ecuador, párr. 154, y Caso López Lone y 
otros Vs. Honduras, sentencia de 5 de octubre de 2015 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas), párr. 194. 
4 Artículo 205 y 209 de la Constitución Política de la República de Guatemala. Principios básicos relativos a la 
independencia de la judicatura (Adoptados por el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Milán del 26 de agosto al 6 de 
septiembre de 1985, y confirmados por la Asamblea General en sus resoluciones 40/32 de 29 de noviembre 
de 1985 y 40/146 de 13 de diciembre de 1985) 
5 Artículo 205 de la CPRG. Principios básicos relativos a la independencia de la judicatura principios 12.  
6 Artículo 203 de la CPRG. Principios básicos relativos a la independencia de la judicatura principios. 



 

 

 

- Las y los jueces solo pueden ser destituidos por faltas de disciplina graves o incompetencia, 

y  

- Que todo proceso seguido contra juezas y jueces debe resolverse de acuerdo con las normas 

de comportamiento judicial establecidas y mediante procedimientos justos, objetivos e 

imparciales, según la Constitución o la ley7. Ello deviene imperativo, en tanto la libre 

remoción de las autoridades judiciales fomenta la duda objetiva sobre la posibilidad efectiva 

que tienen de ejercer sus funciones sin temor a represalias8. 

Todo lo anterior se sustenta en el importante rol que los y  las juezas y magistradas desempeñan en 

una democracia, en tanto se constituyen en garantes de los derechos humanos9, lo que exige 

reconocer y salvaguardar su independencia, especialmente frente a los demás poderes estatales10, 

pues, de otro modo, se podría obstaculizar su labor, al punto de hacer imposible el cumplimiento 

de su función11. 

No obstante, la configuración institucional derivada de la propia Constitución y su desarrollo 
legislativo ha generado tensiones que afectan la materialización efectiva de los estándares 
internacionales en materia de independencia judicial. 

1. Marco constitucional y procesos de elección de magistrados 

El proceso de elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia (CSJ) y de las Salas de la Corte 
de Apelaciones en Guatemala se rige por los artículos 215 y 217 de la Constitución Política de la 
República de Guatemala (CPRG), estableciendo un modelo en dos fases :  comisiones de postulación 
hacen una selección de candidatos elegibles y  elección por el Congreso de la República de las 
nóminas propuestas por las Comisiones de Postulación. 

Este modelo debe analizarse a los Principios Básicos de las Naciones Unidas relativos a la 
Independencia de la Judicatura (1985), que establecen que la selección de jueces debe basarse en 
criterios objetivos, particularmente:  la capacidad, integridad e idoneidad (Principio 10). Esto 
garantiza que los jueces y magistrados sean designados por procedimientos que excluyan 
motivaciones indebidas en la selección de candidatos. 

 
7 Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) Vs. Ecuador, supra, párr. 155; Caso López 
Lone y otros Vs. Honduras, supra, párr. 192, y Caso Cordero Bernal Vs. Perú, supra, párr. 72. 
8 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, op cit. párr. 
44, y Caso Cordero Bernal Vs. Perú, supra, párr. 72. 
 
10 Caso Palamara Iribarne Vs. Chile,, párr. 145. 
11 La Corte ha afirmado que la independencia judicial “no es un ‘privilegio’ del juez o un fin en sí misma, sino 
que se justifica para posibilitar que los jueces o juezas cumplan adecuadamente su cometido”. Cfr. Caso 
Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala, Sentencia de 5 de febrero de 2019 (Fondo, Reparaciones y Costas), 
párr. 130. 



 

 

 

Asimismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que los procesos de 
nombramiento deben garantizar transparencia y evitar interferencias indebidas12. 

1. 1. Problemas estructurales del modelo de elección 

1.1.1. Periodicidad de los cargos y estabilidad judicial 

El período de cinco años para magistrados de CSJ y Salas de Apelaciones establecido por la 
Constitución ha sido ampliamente cuestionado por ser insuficiente para garantizar la estabilidad en 
el cargo, necesaria para ejercer funciones judiciales sin coacciones o presiones indebidas. La CIDH 
ha señalado que la corta duración en el cargo debilita la independencia judicial al generar incentivos 
de reelección y dependencia política13. 

En el caso López Lone y otros vs. Honduras, la Corte IDH reafirmó que la estabilidad en el cargo 
constituye una garantía esencial de independencia judicial, vinculada al artículo 8.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

De igual manera, el Relator Especial de la ONU sobre la independencia de magistrados y abogados 
ha recomendado mandatos prolongados o sistemas de renovación parcial como mecanismos para 
fortalecer la autonomía judicial14. 

1.1.2. Renovación simultanea y total de altas cortes provoca graves retrasos en el sistema judicial 

La rotación constante de magistrados en Salas de Apelaciones genera distorsiones en la 
administración de justicia, provocando retrasos significativos en los procesos. Diversos estudios han 
estimado que dichos cambios pueden generar demoras de hasta dos años, afectando el derecho a 
ser juzgado en un plazo razonable.15 

Por otra parte, la elevada cantidad de candidatos y los plazos reducidos de trabajo de las Comisiones 
de Postulación limitan la posibilidad de realizar evaluaciones exhaustivas, lo que convierte el 
proceso de elección  en un ejercicio meramente formal, sin capacidad real de selección basada en 
criterios de mérito, idoneidad y honorabilidad16. 

 
12 Caso Apitz Barbera y otros vs. Venezuela, Sentencia de 5 de agosto de 2008 (Excepción preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. 
13 Comisión Interamericana de Derechos Humanos Situación de derechos humanos en Guatemala.  
OEA/Ser.L/V/II Doc. 227/25 2 de noviembre de 2025  
14 Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados Visita a Guatemala, 12 a 23 de 
mayo de 2025 - Observaciones preliminares 
15  URL USAC CICIG. Observatorio del sistema de justicia penal (2019)  
16 Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados Visita a Guatemala, 12 a 23 de 
mayo de 2025 - Observaciones preliminares 
 



 

 

 

Un ejemplo de ello es que en el último proceso de elección (2024)  se postularon 1,553 aspirantes a 
las Cortes de Apelaciones, 942 hombres (61%), y 611 mujeres (39%). Para la Corte Suprema de 
Justicia se postularon 353 aspirantes a la Corte Suprema de Justicia, 230 hombres (65%) y 123 
mujeres (35%)17. 

La renovación total de los cargos de magistrados de la CSJ y de las Salas de Apelaciones en forma 
simultánea ha sido ampliamente cuestionada por observadores nacionales e internacionales. En 
este sentido, la Relatora especial de Naciones Unidas sobre la independencia de magistrados y 
abogados señaló que debido a la renovación simultanea de las CSJ y CA, las Comisiones de 
Postulación enfrentan una carga de trabajo excesiva, con jornadas prolongadas y plazos reducidos, 
que no permiten una evaluación rigurosa y exhaustiva de los candidatos18.  Por ello, recomendó que 
la elección de altas cortes se realice mediante renovaciones parciales y con períodos más 
extendidos, con el fin de fortalecer la estabilidad judicial. 

Desde esta perspectiva, los períodos más largos y sin reelección en altas cortes favorecen la 
independencia judicial, al reducir la interferencia de actores políticos19.  IW considera que los 
magistrados de  Cortes de apelaciones  deberían de contar con periodos  vitalicios, salvo mal 
ejercicio del cargo. En tanto, los magistrados de Corte suprema de Justicia, deberían contar con 
periodos más prolongados (6-9 años), con renovación por tercios. 

1.2. El Proceso de elección de magistrado de la Corte Suprema de Justicia y Salas de la Corte de 
Apelaciones para el periodo 2024-2029 

El proceso de elección de la Corte Suprema de Justicia (CSJ) y de las Salas de Apelaciones concluyó 
en octubre de 2024, con la designación por parte del Congreso de la República de 13 magistrados 
de la CSJ, 156 magistrados titulares de Salas de Apelaciones y 104 magistrados suplentes. 

El proceso se desarrolló conforme a lo establecido en los artículos 215 y 217 de la Constitución 
Política de la República de Guatemala, que establecen una elección en tres fases: 

a) Conformación de las Comisiones de Postulación 

Se integran dos comisiones: una para la CSJ y otra para las Salas de Apelaciones. 

Cada comisión está conformada por: 

 
17 IW. LECCIONES APRENDIDAS DE LA ELECCIÓN DE CORTES DE GUATEMALA(2024) 
18 Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados Visita a Guatemala, 12 a 23 de 
mayo de 2025 - Observaciones preliminares 
19 CIDH Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia.  Hacia el fortalecimiento del 
acceso a la justicia  y el estado de derecho en las Américas. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 44 5 diciembre 
2013.párr.83. 



 

 

 

• 12 decanos de facultades de Derecho del país  
• 12 representantes del Colegio de Abogados y Notarios, electos en Asamblea General  
• 12 magistrados (para la Comisión de Postulación de Salas de Apelaciones) o 12 magistrados 

de Salas de Apelaciones electos por sus pares (para la CSJ)  

Cada Comisión de Postulación es presidida por un rector electo por el Foro de Rectores integrado 
por los titulares de las universidades públicas (USAC) y privadas del país. 

b) Elaboración de nóminas de candidatos 

Las Comisiones de Postulación elaboran: 

• una nómina de 26 candidatos para la CSJ  
• una nómina de 312 candidatos para Salas de Apelaciones  

En esta etapa se evalúan los méritos de los aspirantes y la lista presentada al Congreso de la 
República contiene el doble de candidatos para cada puesto. 

c) Elección por el Congreso de la República 

El Congreso elige a los 13 magistrados de la CSJ y 156 magistrados titulares  de las Salas de 
Apelaciones a partir de las nóminas remitidas por las Comisiones de Postulación. 

1.3. Evaluación del proceso la luz de los estándares internacionales  

El Informe del Relator Especial sobre independencia judicial (ONU) ha advertido que los procesos 
de selección deben estar libres de presiones políticas, económicas o de otra índole. Asimismo, el 
Comité de Derechos Humanos de la ONU, al interpretar el artículo 14 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), ha señalado que la independencia judicial requiere procesos 
transparentes y basados en criterios objetivos. 

Desafortunadamente, los procesos de selección de magistrados a CSJ y CA en Guatemala evidencian 
prácticas de captura gremial que contravienen estos principios, tales como la existencia de 
presiones indebidas contra comisionados, financiamiento indebido para la elección de 
Comisionados electos por el CANG y la conformación de Universidades de cartón, con la  única 
finalidad de participar en la elección de magistrados.    

Asimismo, la manipulación de tablas de gradación y criterios de evaluación contraviene el principio 
13 reconocido en los Principios Básicos relativos a la independencia de la judicatura de la ONU , que 
dispone que El sistema de ascensos de los jueces se basará en factores objetivos, especialmente en 
la capacidad profesional, la integridad y la experiencia. 

 



 

 

 

El Panel de Expertos Independientes concluyó que, en los procesos de 2023, Guatemala fracasó en 
su intento de elegir altas cortes conforme a estándares internacionales. 

Entre las principales anomalías identificadas destacan las siguientes: 

1.3.1.  Fase de conformación de Comisiones de Postulación 

Se ha señalado, en primer lugar, la creación de universidades sin estándares adecuados de calidad 
académica, lo que ha impactado negativamente en la formación profesional de los abogados. La 
politización también se ha extendido a la Universidad de San Carlos de Guatemala, única 
Universidad Pública. Se ha advertido importantes anomalías en la elección del Rector de dicha 
Universidad y decanos, lo que ha favorecido las candidaturas vinculadas con intereses de las redes 
económicas ilícitas que han financiado y apoyado campañas con el objetivo de influir indebidamente 
en la elección de altas cortes. 

En segundo lugar, la elección de representantes del Colegio de Abogados se ha convertido en un 
espacio de competencia política gremial, con financiamiento de grupos de poder o vinculados con 
estructuras criminales, lo que ha favorecido prácticas de tráfico de influencias y preselección de 
candidatos. 

Asimismo, decanos y rectores han enfrentado presiones y amenazas de criminalización, generando 
un contexto de intimidación incompatible con un proceso libre e independiente. Prueba de lo 
anterior fue la renuncia, antes de comenzar el proceso del decano de la Universidad Francisco 
Marroquín20. Además, con posterioridad al proceso varios comisionados fueron denunciados e 
investigados por el Ministerio Público en un claro intento de intimidación21.  

1.3.2.  Elaboración de nóminas 

Aunque la ley de Comisiones de Postulación establece la obligación de adoptar una tabla de 
gradación con criterios de evaluación basados en ética, formación académica, experiencia 
profesional y proyección humana, se ha observado que los sistemas de puntuación han sido 
utilizados de manera discrecional para favorecer a perfiles previamente definidos de ciertos 
comisionados. 

 

 
20 Prensa Comunitaria. julio 18, 2024 Projusticia denuncia que las “comisiones paralelas” siguen operando. 
Disponible en https://prensacomunitaria.org/2024/07/projusticia-denuncia-que-las-comisiones-paralelas-
siguen-operando/  
21 EP investiga. agosto 8, 2024Decanos enfrentan denuncias penales tras proceso de elección de Fiscal 
General. Disponible en https://epinvestiga.com/actualidad/decanos-enfrentan-denuncias-penales-tras-
proceso-de-eleccion-de-fiscal-general/  

https://prensacomunitaria.org/2024/07/projusticia-denuncia-que-las-comisiones-paralelas-siguen-operando/
https://prensacomunitaria.org/2024/07/projusticia-denuncia-que-las-comisiones-paralelas-siguen-operando/
https://epinvestiga.com/actualidad/decanos-enfrentan-denuncias-penales-tras-proceso-de-eleccion-de-fiscal-general/
https://epinvestiga.com/actualidad/decanos-enfrentan-denuncias-penales-tras-proceso-de-eleccion-de-fiscal-general/


 

 

 

En algunos casos, se otorgó un peso desproporcionado a credenciales académicas, sin considerar 
adecuadamente el desempeño profesional, especialmente en el caso de integrantes de la carrera 
judicial. 

Tampoco se tomaron en consideración las objeciones presentadas por los ciudadanos y no se hizo 
una adecuada valoración de la reconocida honorabilidad. Una importante cantidad de los aspirantes 
incluidos en la nómina, se encontraban incluidos en el Informe de FECI, donde quedó documentado  
que habrían negociado ilegalmente sus magistraturas, a través de reuniones  con el procesado 
Gustavo Alejos22. Esto genera serios cuestionamientos sobre su falta de reconocida honorabilidad. 

Además, no se habría respetado el principio de estabilidad en el cargo, ni la preferencia de 
magistrados de carrera judicial, como lo establecen los artículos 76 y 77 de la Ley de la Carrera 
judicial. Todo ello ha dado como consecuencia, que la mayoría de los magistrados incluidos en la 
nómina no correspondan a la carrera judicial y no cuenten con experiencia judicial previa.  

Por otra parte, el tráfico de influencias puede observarse en el hecho que 15 de los Comisionados 
fueron a su vez candidatos y quedaron incluidos en nóminas. Cuatro de ellos integraron la Comisión 
de Postulación para Corte de apelaciones y fueron electos magistrados de CSJ23.  Otros 11 
participaron como comisionados  en la CP para Corte Suprema de Justicia y fueron electos 
magistrados de salas de Corte de Apelaciones24  

 Si ben no existe una prohibición expresa para evitar que los comisionados puedan participar en la 
otra comisión, esta práctica ha sido severamente cuestionada desde las normas éticas y los 
convenios internacionales contra la corrupción, los cuales obligan a prevenir cualquier situación de 
conflicto de interés.  La Convención Interamericana (CICC) y la de Naciones Unidas (CNUCC) contra 
la corrupción abordan el conflicto de interés como un riesgo crítico que socava la democracia. 
Ambas exigen medidas preventivas para funcionarios públicos, enfocándose en la transparencia, 
integridad y la identificación de intereses privados que influyan indebidamente en sus deberes 
oficiales. Por ello, situaciones como la participación como comisionado para elegir magistrados y al 
mismo tiempo ser candidato en otra comisión, son totalmente incompatibles con el desempeño 
ético de los comisionados y deben quedar prohibidos25. 

 
22 FUNDACION MYRNA MACK. Comisiones Paralelas MECANISMOS DE COOPTACIÓN DE LA JUSTICIA. 2020. 
23 Claudia  Lucrecia Paredes Castañeda, René Guillermo Girón Palacios, Gustavo Adolfo Morales Duarte y José 
Luis de Jesús Samayoa Palacios 
24 1. Mario Rodolfo Passarelli Bran, 2. Irma Judith Arrazate Centeno, 3.  José Roberto Hernández Guzmán, 4. 
Miguel Colop Hernández, 5. Marco Tulio Pérez Lemus, 6. Julio Recinos Castañeda, 7. Ramiro Stuardo López 
Galindo, 8. Jorge Adalberto Cano Villatoro. 9. Manuel Alfonso Castellanos Alonzo, 10 Walter Javier Barrios 
Monzón, y 11. Armando Ismael Ajín Pérez 
 
25 Panel de Personas Expertas Independientes para observar la elección de Altas Cortes en Guatemala. 
Informe final. Octubre 2024. 

https://www.google.com/search?q=Convenci%C3%B3n+Interamericana+%28CICC%29&rlz=1C1ONGR_esGT1206GT1207&oq=conflicto+de+inter%C3%A9s+en+la+convenci%C3%B3n+interamericana+contra+la+corrupci%C3%B3n+y+la+convenci%C3%B3n+de+naciones+unidas+contra+la+corrupci%C3%B3n+&gs_lcrp=EgZjaHJvbWUyBggAEEUYOdIBCzI1NDg4M2owajE1qAIIsAIB8QWpWLUW_A8VnPEFqVi1FvwPFZw&sourceid=chrome&ie=UTF-8&mstk=AUtExfDX1LojC-hVh5T6ZqQYprA99H9o3kAsbPYkoGeaxFI2Y7-7vgZDWsECzn4oVQ8irsYmless-KHEZs-DB4J08tIEMZ8zuPHKuMC9QZAAPgspl1uu_2RcHZ1RLa6z0tTeaS_eMyuvmJPJiBPA3kUacObz8fkJXhQgDXEzKOAW16j88A0&csui=3&ved=2ahUKEwiZhcvfzO2TAxUx7ckDHVuSEbgQgK4QegQIARAB
https://www.google.com/search?q=Naciones+Unidas+%28CNUCC%29&rlz=1C1ONGR_esGT1206GT1207&oq=conflicto+de+inter%C3%A9s+en+la+convenci%C3%B3n+interamericana+contra+la+corrupci%C3%B3n+y+la+convenci%C3%B3n+de+naciones+unidas+contra+la+corrupci%C3%B3n+&gs_lcrp=EgZjaHJvbWUyBggAEEUYOdIBCzI1NDg4M2owajE1qAIIsAIB8QWpWLUW_A8VnPEFqVi1FvwPFZw&sourceid=chrome&ie=UTF-8&mstk=AUtExfDX1LojC-hVh5T6ZqQYprA99H9o3kAsbPYkoGeaxFI2Y7-7vgZDWsECzn4oVQ8irsYmless-KHEZs-DB4J08tIEMZ8zuPHKuMC9QZAAPgspl1uu_2RcHZ1RLa6z0tTeaS_eMyuvmJPJiBPA3kUacObz8fkJXhQgDXEzKOAW16j88A0&csui=3&ved=2ahUKEwiZhcvfzO2TAxUx7ckDHVuSEbgQgK4QegQIARAC


 

 

 

1.3.3.  Elección en el Congreso 

El proceso de elección en el Congreso careció de transparencia, criterios objetivos y procedimientos 
de evaluación pública.  

No se realizaron entrevistas ni se establecieron mecanismos de valoración de méritos. Las 
votaciones se realizaron en bloque y sin motivación pública de las decisiones. La evaluación de 
reconocida  honorabilidad por parte de los congresistas, se limitó  a una formula ritual, sin  
requisitos, sin desarrollar un análisis profundo de conflictos de interés, vínculos con redes ilícitas y 
trayectoria ética y profesional.⁸ 

La ausencia de evaluaciones sustantivas sobre la honorabilidad, capacidad e idoneidad de los 
candidatos debilita la legitimidad del sistema y facilita la cooptación institucional 

De mayor preocupación, es que el proceso se caracterizó por reuniones privadas entre diputados y 
candidatos en los días previos a la elección, lo que generó cuestionamientos sobre posibles 
negociaciones indebidas y tráfico de influencias.  

El Congreso reeligió a 3 magistrados (as) de la Corte Suprema de Justicia y eligió a 10 magistrados 
(as) de las Corte de Apelaciones, sin tomar en cuenta a ningún abogado (a) independiente ningún 
juez de carrera para integrar la CSJ. Esto contraviene la Ley de la Carrera Judicial, en donde se 
establece que la CSJ debe integrarse “equitativamente con miembros de la carrera judicial, con 
quienes hayan ejercido la judicatura, con quienes hayan ejercido la magistratura y con abogados”. 

 En tanto la Corte de Apelaciones quedó conformado por:  147 son abogados liberales (57%) y 113 
provienen de la carrera judicial (43%), de los cuales 25 son jueces (as) y 88 magistrados de las Cortes 
de apelaciones26.  Esto contradice la obligación de privilegiar a los candidatos provenientes de la 
carrera judicial.  Al elegir a personas sin carrera judicial se perjudica gravemente el principio de 
estabilidad en el cargo y el derecho al ascenso de funcionarios judiciales. 

1.3.4. Valoración global del proceso 

En términos generales, el proceso habría vulnerado la carrera judicial, el principio de estabilidad en 
el cargo y la selección basada en méritos. Una proporción significativa de los nombramientos recayó 
en abogados sin experiencia previa en el sistema judicial, mientras que jueces de carrera fueron 
excluidos de la CSJ pese a su trayectoria profesional. 

La valoración más crítica del proceso fue realizada por las autoridades indígenas, quienes 

expresaron que “el sistema de justicia en Guatemala se encuentra cooptado y (…) en la elección  

 
26 Impunity Watch, LECCIONES APRENDIDAS DE LA ELECCIÓN DE CORTES DE GUATEMALA, 2024.  



 

 

 

existen intereses de sectores claramente definidos interesados en mantener su impunidad y los 

personajes que representa cada sector interesado en la cooptación”27  . 

2.  Designación de magistrados para integrar  Salas de la corte de apelaciones 

2.1. Falta de criterios objetivos para la designación 

El artículo 217 de la Constitución establece la estructura de las Salas de Apelaciones y su integración 
mediante magistrados titulares y suplentes designados conforme a los procedimientos 
constitucionales. La distribución de magistrados de Corte de apelaciones a las salas específicas, 
corresponde a la Corte Suprema de Justicia. 

Mediante el Acuerdo 67-2024, la Corte Suprema de Justicia distribuyó a los 156 magistrados 
titulares y 104 suplentes en 52 Salas de Apelaciones en materias penal, civil, laboral y contencioso 
administrativo, etc. 

Sin embargo, los criterios utilizados para la distribución de presidentes y vocales de sala no son 
públicos ni se encuentran debidamente regulados, lo que genera incertidumbre sobre la objetividad 
del proceso. Ante la inexistencia de criterios técnicos que predeterminen las cualificaciones de los 
candidatos necesitan para ser asignados a una determinada magistratura, las decisiones quedan a 
plena discrecionalidad de los magistrados de la CSJ, lo cual genera la posibilidad de hacer 
designaciones Ad hoc, a conveniencia de intereses específicos, en violación a la garantía de juez 
natural. 

Asimismo, se han señalado posibles vínculos políticos de algunos magistrados asignados a salas de 
alta sensibilidad.   La manipulación de las designaciones constituye un mecanismo para favorecer 
intereses políticos de los magistrados de la CSJ, que hacen la asignación por su afinidad con los 
magistrados para las Salas de mayor relevancia, y no por sus conocimientos técnicos o trayectoria 
profesional.  

 

 
27 Informe de observación de elección de magistrados y magistradas para Corte Suprema de Justicia, Corte de 
Apelaciones y tribunales de igual categoría 2024 –2029. El Consejo de Autoridades del Pueblo Ixil, Chajul, 
Cotzal y Nebaj, el Cabecera del Pueblo Tz’utujil de Atitlán, La Junta Directiva de Alcaldes Comunales de los 48 
Cantones de Totonicapán; la Municipalidad Indígena de la Antigua Santa Catarina Ixtahuacán, la Municipalidad 
Indígena de Sololá; el Consejo de Principales de San Lucas Tolimán, el Consejo de Autoridad Ancestral y 
Custodios del Título del Pueblo de Santiago Sacatepéquez, la Alcaldía Indígena Santa Cruz del Quiché, la 
Municipalidad Indígena de Santa Lucía Utatlán, el Parlamento Xinka, la Alcaldía Indígena de Chisec Alta 
Verapaz, el Consejo de Autoridades Maya Chortí de San Francisco Quezaltepeque, Chiquimula, el Consejo de 
Autoridades Maya Chortí de Olopa, Chiquimula; el Comité de Título de Santa María Visitación; la Alcaldía 
Indígena de San Marcos la Laguna, Sololá. Guatemala, 17 de octubre de 2024. 



 

 

 

Además, refleja un grado importante de reciprocidad, dado que los miembros de las CCPP de CSJ 

electos, fueron nombrados como presidentes de salas de apelaciones28. 

También fueron designados como presidentes de salas, varios magistrados, que durante su anterior 

mandato habían emitido sentencias que favorecieron a electores, como Miguel Enrique Catalán 

Orellana, quien avaló la elección de Walter Mazariegos como rector de la USAC, a través de una 

decisión como magistrado de lo contencioso administrativo, (fue electo presidente en la Sala 

Segunda de Apelaciones de Mayor Riesgo). 

2.1. Creación de nuevas salas de apelaciones 

La creación de nuevas Salas de Apelaciones en Suchitepéquez, Totonicapán, Quetzaltenango y El 
Progreso ha sido cuestionada por presuntas violaciones a la Constitución. 

Se argumenta que, si bien la Corte Suprema de Justicia puede crear nuevas salas por razones de 
servicio, la designación de magistrados titulares y suplentes corresponde exclusivamente al 
Congreso de la República. 

En consecuencia, la designación directa de magistrados  por parte de la CSJ  vulnera el artículo 217 
constitucional y el principio del juez natural. 

2.2. Nombramiento irregular y sus implicaciones 

No solo se cuestionan las designaciones de magistrados titulares, sino también las de magistrados 
suplentes. 

La Ley del Organismo Judicial establece que cada Sala de Apelaciones debe estar integrada por tres 
magistrados titulares y dos suplentes, previamente designados conforme a los procedimientos 
establecidos. Estos cargos no pueden ser de carácter itinerante ni transformarse en titularidades 
por decisión unilateral de la Corte Suprema de Justicia. 

Cualquier cambio en la condición de los magistrados debe derivarse de un nuevo proceso de 
postulación y elección a cargo del Congreso de la República. 

 

 
28  José Roberto Hernández Guzmán, quien fue secretario de la Comisión de Postulación de CSJ, fue asignado 
como Presidente de  Sala Tercera de Apelaciones del Ramo Civil y Mercantil,  Mario Passarrelli, fue 
nombrado presidente de una Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Miguel Colop presidente de 
la Sala Quinta de la Corte de Apelaciones del Ramo Penal, Narcoactividad y Delitos Contra el Ambiente.  Colop 
había sido sindicado por la FECI en el caso de Comisiones Paralelas 2020 .Irma Judith Arrazate enteno, quien 
fue nombrada como la presidenta de la Sala Sexta Penal de Alta Verapaz. 



 

 

 

De manera preocupante, estos nombramientos podrían responder a acuerdos políticos, lo que abre 
la posibilidad de repartos discrecionales de cargos y debilita la independencia judicial. 

Este tipo de prácticas afecta directamente el principio de división de poderes y puede comprometer 
la legitimidad del sistema de justicia, especialmente, en casos de alta relevancia política. 

2.3. Recursos legales interpuestos contra nombramientos ilegales 

Diversas acciones constitucionales de amparo han sido presentadas en contra de las designaciones 
realizadas por la Corte Suprema de Justicia. Entre ellas, destacan las promovidas por los abogados 
Edgar Ortiz y Gregorio Saavedra, quienes impugnaron la creación y conformación de Salas de 
Apelaciones por considerar que se vulnera el artículo 217 de la Constitución Política de la República 
de Guatemala. Sin embargo, la Corte de Constitucionalidad declaró sin lugar el recurso. 

Asimismo, se presentó un amparo en contra del Congreso de la República por la omisión de designar 
magistrados titulares y suplentes tras la notificación de la creación de nuevas salas. Se argumenta 
que dicha omisión constituye un incumplimiento de obligaciones constitucionales de designar a los 
magistrados titulares y suplentes de las Cortes de Apelaciones.  Este amparo, también fue declarado 
sin lugar.  

En conclusión, la designación de magistrados por parte de la Corte Suprema de Justicia podría 
constituir una violación al principio de juez natural, al establecer tribunales sin seguir estrictamente 
el procedimiento constitucional correspondiente. 

II. Situacion de la independencia judicial interna.  

El diseño constitucional y legal del Organismo Judicial permite la concentración de funciones 
jurisdiccionales, administrativas y disciplinarias en la Corte Suprema de Justicia (CSJ). La Relatoría 
Especial de Naciones Unidas ha señalado que esta concentración produce un conflicto estructural 
de intereses, en tanto el mismo órgano que revisa decisiones judiciales controla la carrera de los 
jueces29. 

Asimismo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha advertido que reformas 
recientes, particularmente el Decreto 7-2022, han reforzado el control de la CSJ sobre la carrera 
judicial, revirtiendo avances establecidos en la Ley de la Carrera Judicial (Decreto 32-2016)30. 

 

 
29 Relatoría Especial de Naciones Unidas sobre la independencia de magistrados y abogados, Informe 
preliminar  sobre Guatemala. Mayo 2025.  
30 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de derechos humanos en 
Guatemala, 2025. 



 

 

 

Esta situación compromete la imparcialidad objetiva exigida por la jurisprudencia interamericana, 
la cual establece que no solo debe existir independencia subjetiva, sino también garantías 
institucionales que excluyan dudas razonables sobre presiones internas31.   

1. Concentración de funciones en la Corte Suprema de Justicia 

El diseño constitucional y legal del Organismo Judicial conduce a la concentración de funciones 
jurisdiccionales, administrativas y disciplinarias en la Corte Suprema de Justicia (CSJ). 

El artículo 214 de la Constitución, así como disposiciones de la Ley del Organismo Judicial, atribuyen 
a la CSJ competencias amplias en materia de administración judicial, lo que genera una 
superposición funcional incompatible con estándares internacionales. 

2. Debilidad del Consejo de la Carrera Judicial 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha advertido que reformas recientes, 
particularmente el Decreto 7-2022, han reforzado el control de la CSJ sobre la carrera judicial, 
revirtiendo avances establecidos en la Ley de la Carrera Judicial aprobada a propuesta de CICIG: eñ 
Decreto 32-2016. 

Los aspectos más preocupantes  introducidos por el decreto 7-2020,  fueron los siguientes: 

2.1. Modificación de la naturaleza del CCJ 

El artículo 4 cambió la naturaleza del Consejo, que dejó de ser el órgano RECTOR de la Carrera 
judicial, autónomo e independiente para convertirse en un órgano auxiliar de la CSJ, subordinado a 
sus decisiones.  

2.2. Cambios en la integración del CCJ 

El artículo 5 redujo el número de integrantes de siete a cuatro, eliminando a los miembros externos 
(expertos en administración pública, recursos humanos y psicología). Se restituyó al presidente del 
Organismo Judicial como presidente del Consejo, y se dejó como integrantes únicamente a 
representantes de jueces de paz, primera instancia y Corte de Apelaciones. Con ello, el papel del 
presidente del OJ se volvió predominante, y el CCJ pasó a tener un carácter meramente simbólico y 
consultivo. 

2.3.  Recorte de atribuciones del CCJ 

 

 
31 Corte IDH, Quintana Coello y otros vs. Ecuador, 2013 



 

 

 

El artículo 6º limitó las funciones del Consejo a tareas de carácter asesor y de trámite. Aunque 
mantiene la facultad de convocar concursos de oposición para designar autoridades de órganos de 
la carrera judicial (juntas de disciplina, Escuela de Estudios Judiciales, Supervisión de Tribunales, 
entre otros), el nombramiento y remoción de dichas autoridades quedó en manos exclusivas del 
presidente del OJ. Además, se eliminó la exigencia de un debido proceso para la remoción, 
dejándolos en una situación de vulnerabilidad frente a destituciones arbitrarias y los hace 
susceptibles a presiones indebidas 

2.4. Escuela de Estudios Judiciales (ESEJ) 

El artículo 13 devolvió a la CSJ la facultad de designar al director de la Escuela, eliminando los 
concursos de oposición que antes organizaba el CCJ. De esta manera, la ESEJ quedó completamente 
supeditada a la CSJ, lo que compromete su autonomía técnica en la selección y formación de jueces. 

2.5.  Ascensos 

El artículo 25 dispuso que el CCJ convoque a los concursos de ascenso, pero la decisión final sobre 
los resultados corresponde a la CSJ, consolidando un modelo jerarquizado de control. 

2.6.  Traslados y permutas 

El artículo 26 devolvió a la CSJ la facultad de trasladar y permutar jueces y magistrados, lo cual abre 
la puerta a presiones indebidas y al uso de traslados como mecanismo de control político o 
disciplinario. 

Esto se consolidó en diversos amparos contra la CSJ, en donde se dejaron sin efecto los traslados 
autorizados por el CCJ.  La CC indicó que las normas de la Ley de la Carrera Judicial,  donde se 
facultaba al Consejo de la Carrera Judicial a  conocer sobre los traslados y permutas solicitadas por 
jueces y magistrados, fue reformada de acuerdo a lo regulado en el Decreto número 7-2022 del 
Congreso de la República de Guatemala, por lo cual desestimó los amparos promovidos por jueces 
que habían ganado sus plazas por concursos de oposición .En consecuencia, la reforma  dejó que los 
nombramientos quedaron a discrecionalidad de la CSJ. 

2.7.  Magistrados suplentes 

El artículo 36 estableció que los magistrados suplentes electos por el Congreso permanecerán “en 
disponibilidad” a conveniencia de la CSJ, norma que resulta ambigua y que puede dar lugar a 
discrecionalidad en su asignación. 

Con base a estas disposiciones la CSJ ha designado directamente a magistrados de salas, de los 
listados de magistrados suplentes electos por el Congreso, lo cual vulnera la Constitución, que 
establece que el único órgano que puede elegir a los magistrados titulares de la Corte de 
Apelaciones es el Congreso de la República.  



 

 

 

2.8.  Emisión de reglamentos 

Finalmente, la potestad de emitir reglamentos, antes en manos del CCJ, fue transferida a la CSJ. Con 
ello se priva al CCJ de poder normar sus funciones y el régimen de carrera, retornando a un modelo 
de control pleno de la CSJ. 

La subordinación del CCJ a la CSJ ha sido documentada por la CIDH, que ha señalado que ello permite 
la utilización de mecanismos administrativos como formas de control indirecto sobre jueces y 
magistrados32. 

En términos normativos, el debilitamiento del CCJ  tras las reformas introducidas por el Decreto 7-
2022 implica un retroceso respecto al modelo diseñado en 2016, que buscaba establecer un sistema 
basado en mérito, transparencia y especialidad. 

La pérdida del poder de independencia del CCJ también fue resaltado por la Relatora de 
independencia judicial, Margareth Satterwite como una grave violación a los estándares 
internacionales33.  

3. Inestabilidad judicial y uso del régimen disciplinario 

La estabilidad en el cargo constituye una garantía esencial de la independencia judicial. 

No obstante, en Guatemala se han documentado prácticas que afectan esta garantía, incluyendo: 

a) Traslados arbitrarios 
b) Procesos disciplinarios sin debido proceso 

3.1. Traslados arbitrarios 
 
La facultad de traslado de jueces de paz y primera instancia está claramente limitada por las 
garantías de estabilidad en el cargo. Solo existen dos causales para hacer el traslado de un juez 
contempladas en la LCJ:   
a) Por razones de servicio, previa audiencia y motivando la razón del traslado;  
b) Por solicitarlo así el interesado y mediante su participación en el proceso de convocatoria 
respectiva. 
 
Arbitrariamente, la CSJ ha invocado una nueva causal de traslado:  la finalización del período de 5 
años de los jueces, que determina el artículo 208 y 209 de la Constitución34.  

 
32 Corte IDH, Apitz Barbera y otros vs. Venezuela, Sentencia de 5 de agosto de 2008 
33 Relatoría Especial de Naciones Unidas sobre la independencia de magistrados y abogados, Informe 

preliminar  sobre Guatemala. Mayo 2025.  
 
34 En los acuerdos de renovación del cargo se indica actualmente: 



 

 
 
 

De 41 jueces que se les había vencido su periodo de 5 años, 38 (equivalente al 92%) han sido 
trasladados a una nueva judicatura, en violación al principio de estabilidad en el cargo y juez natural. 
En las resoluciones de traslado, no se justifican los motivos del traslado, con lo cual se convierte en 
una decisión arbitraria. 
 
Muchos de los jueces trasladados por este concepto han planteado acciones de amparo, pero todas 
han sido declaradas SIN LUGAR por la Corte de Constitucionalidad35, bajo la lógica que no se trata 
de traslado sino de la renovación del periodo constitucional,  para lo cual se le está asignando un 
nuevo destino en donde se desempeñará su función jurisdiccional. Esto es un fraude de ley, y 
encubre un amplio proyecto de reconfiguración de la independencia judicial.  

Según datos reportados por la CIDH, el  traslado de jueces se da en un contexto de denuncias de 
represalias por decisiones jurisdiccionales⁹. 

La Corte Interamericana ha señalado que la remoción arbitraria o la falta de estabilidad genera un 
efecto inhibidor incompatible con el derecho al debido proceso¹⁰. 

Casos emblemáticos, de traslado lo constituye los de los jueces Marco Antonio Villeda, Juez de 
extinción de dominio por más de 20 años; Silvia Violeta Santos, Jueza de Mayor Riesgo, Patricia 
Gámez, Jueza del Juzgado de turno pluripersonal de Sacatepéquez. En todos estos casos los 
traslados obedecieron a represalias por criterios judiciales. 

3.2. Régimen disciplinario y control indirecto 

Los estándares internacionales establecen que los procesos disciplinarios deben: 

a) Estar a cargo de órganos independientes 
b) Garantizar el debido proceso 
c) Basarse en causales previamente establecidas 

El régimen disciplinario en Guatemala presenta deficiencias estructurales en términos de 
independencia e imparcialidad. 

 

 
I. Con fundamento en los artículos 208 y 209 de la Constitución Política de la República de Guatemala y 22 
de la Ley de la Carrera Judicial y el resultado de la evaluación del desempeño, la Corte Suprema de Justicia, 
realiza los siguientes nombramientos de nuevo período constitucional de Jueces de Primera Instancia: … 
Nombrar por un nuevo período constitucional en el cargo de Juez de Primera Instancia, contado  a 
partir del treinta de abril de dos mil veinticuatro al veintinueve de abril de dos mil veintinueve  a   (nombre 
de juez)  quien se desempeñará en el cargo de Juez de Primera 
Instancia de                         en sustitución del  juez , quien fue trasladado a otra plaza. 
35 Ver amparo EXPEDIENTE 2723-2024, Sentencia del veintisiete de febrero de 2025 



 

 

 

El régimen está compuesto por tres órganos: la supervisión General de tribunales; las Juntas de 
Disciplina Judicial y las Juntas de disciplina de Apelaciones.   Todos los funcionarios son designados 
por el Presidente (a) del Organismo Judicial.  La designación de órganos disciplinarios directa del 
Presidente del OJ  genera riesgos de utilización de estos mecanismos como herramientas de presión 
e intimidación hacia los jueces.  

El riesgo más grave es la designación directa del Supervisor General de Tribunales por parte del 
Presidente del OJ36.   Esto da lugar a un control sobre las actuaciones del supervisor, convirtiendo a 
este órgano en un instrumento de control directo del Presidente del OJ sobre todos los jueces y 
magistrados. 

La falta de garantías de independencia e imparcialidad permite la instrumentalización del sistema 
disciplinario.  

De conformidad con la información pública del Organismo Judicial, en una perspectiva histórica del 
periodo de 2020 al 2025, los mecanismos de control del Organismo Judicial muestran un alto 
volumen de denuncias con baja tasa de procedencia:  

Total de denuncias presentadas contra jueces: 3,819. 

Casos rechazados por la SGT por falta de sustento:3284.  Porcentaje rechazado: 86%. 

Casos que avanzaron en la Junta Disciplina Judicial: Únicamente 106 casos en este quinquenio 
fueron admitidas a trámite, los demás fueron archivados por la Junta de Disciplina Judicial  

Una muestra de  denuncias contra jueces que han tenido conductas altamente cuestionadas o han  
sancionados por socavar la democracia y obstruir la lucha contra la corrupción y la impunidad, por 
la Unión europea y los Estados Unidos. Demuestra que  han sido protegidos por las Juntas de 
Disciplina Judicial desestimando más de 110 denuncias en su contra: 

 

 

 

 

 

 
36 Artículo 6 de la Ley del Consejo de la Carrera Judicial 



 

 

 

     Cuadro  

Muestra de Jueces penales  denunciados ante Junta de Disciplina Judicial37 

Nombre  del Juez  Denuncias en su 
contra 

Archivadas En trámite 

Mynor Mauricio Moto Morataya 36 35 1 

Geisller Smailey Pérez Domínguez  21 21 0 

Víctor Manuel Cruz Rivera 21 20 0 

Fredy Raúl Orellana Letona  13 12 1 

Pedro Rodolfo Laynez Lux 11 11 0 

Jimmy Rodolfo Bremer Ramírez  8 7 1 

Abelina Cruz Toscano  6 4 2 
TOTAL  116 110 5 

Se observa que la mayor parte de los procesos disciplinarios son desestimados por la Supervisión 
General de Tribunales, ante situaciones muy graves como incumplimiento de plazos procesales, 
demoras administrativas injustificadas e incluso actos de discriminación contra usuarios.  Esto lleva 
a la conclusión que existe persecución selectiva solo contra aquellos jueces que son considerados 
no obedientes a los intereses de la CSJ. 

La denegación sistemática de denuncias por parte de la SGT Y LAS Juntas de Disciplina Judicial, 
constituye un obstáculo al derecho de acceso a la justicia de las víctimas a los procesos disciplinarios, 
lo que facilita que los casos sean desestimados en las primeras fases y no lleguen a una decisión 
final.   Esto refuerza la convicción que la Supervisión General de Tribunales y la Junta de Disciplina 
Judicial, actúan más como órgano de control político, que favorece a los jueces y magistrados 
respaldados por las autoridades superiores del OJ y solo se concentre en algunos casos, cuando se 
trata de jueces independientes. 

4. Conclusion global sobre independencia interna 

La debilidad de la carrera judicial y de los órganos encargados de su administración permite la 
existencia de un Organismo Judicial jerárquico, en donde los jueces y magistrados se encuentran 
subordinados por la CSJ, a decisiones administrativas que pueden afectar la estabilidad en el cargo 
y las carreras profesionales de los jueces y magistrados.   Esto coloca a los jueces y magistrados 
independientes en posiciones de vulnerabilidad que los hace susceptibles a presiones indebidas por 
parte de sus autoridades internas.  

 
37 Cuadro elaborado por la Hora/Guatemala visible a partir de datos de la Junta de Disciplina Judicial. Ver. 
Diego España, Diario La Hora. 12 de agostos de 2025.  Los 7 jueces intocables que la Junta de Disciplina ha 
protegido archivando denuncias en su contra. Disponible en: 
https://lahora.gt/investigacion/diego/2025/08/12/los-7-jueces-intocables-que-la-junta-de-disciplina-ha-
protegido-archivando-denuncias-en-su-contra/  

https://lahora.gt/investigacion/diego/2025/08/12/los-7-jueces-intocables-que-la-junta-de-disciplina-ha-protegido-archivando-denuncias-en-su-contra/
https://lahora.gt/investigacion/diego/2025/08/12/los-7-jueces-intocables-que-la-junta-de-disciplina-ha-protegido-archivando-denuncias-en-su-contra/


 

 

 

A lo anterior se agrega el control que la CSJ ha tomado para reconfigurar la asignación totalmente 
discrecional de jueces y magistrados. Las potestades administrativas de CSJ permiten el traslado y 
designación de jueces y magistrados a conveniencia de la CSJ, en grave violación al principio de 
estabilidad en el cargo y la garantía de juez natural, lo que ha permitido colocar a jueces específicos 
en judicaturas importantes como extinción de dominio, juzgados de mayor riesgo y las Salas de 
Apelaciones.  Esto refuerza el control jerárquico del Presidente del OJ y magistrados de la CSJ para 
ejercer el control político de las decisiones judiciales.  

III. Independencia Externa: Los actos de hostigamiento a la independencia judicial  

1. Contexto de los ataques contra jueces 

En Guatemala, históricamente los jueces y operadores de justicia han sido sometidos a un entorno 
altamente violento que compromete gravemente la independencia judicial. En los 10  informes de 
situación de país que la CIDH ha realizado sobre Guatemala desde el año de 198138, se ha podido 
observar los asesinatos, atentados, amenazas y hostigamientos contra jueces  y operadores de 
justicia independientes. Esta falta de seguridad ha dado lugar a una situación de impunidad 
estructural en el país.  Según la Corte IDH, desde la década de 1990 existió en Guatemala una 
situación de inseguridad respecto de operadores de justicia, quienes podían verse expuestos a 
diversos actos de intimidación o agresión relacionados con su función, comprometiéndose la 
vigencia de la independencia judicial, sin que hubiera una respuesta efectiva del Estado para 
garantizar sus derechos y los de sus familiares.39  

Dichos ataques a la independencia judicial han sido atribuidos principalmente a los aparatos 
clandestinos y cuerpos ilegales que han operado en Guatemala, desde las dictaduras militares.  
Dichos aparatos represivos lograron la cooptación de estructuras del Estado, incluyendo 
importantes sectores del sistema de justicia. Reconociendo esta situación, en el año 2006 el Estado 
de Guatemala  solicitó el auxilio de las Naciones Unidas para desmantelar estos aparatos 
clandestinos, a través del acuerdo de CICIG.  Para 2015, la CICIG había hecho importantes avances 
para desmantelar estos cuerpos ilegales, que se habían transformados, en Redes Político 
Económicas Ilícitas40, conformados por militares, empresarios , políticos y funcionarios del sistema 
de justicia que controlaban los mercados ilícitos y las actividades de corrupción estatal.  

Los avances alcanzados por la CICIG provocaron una reacción articulada de las redes político-
económicas ilícitas, orientada a expulsar dicho mecanismo internacional y a debilitar a los  

 
38  La CIDH ha hecho Informes de situación en 1981, 1983, 1985, 1993, 1996, 2001, 2003, 2015 y 2025. Además, 
más de 20 informes de seguimiento, correspondientes a cada año desde 1983 hasta 1991, y a 1993, 1994, 
1996 y 1997, 2002, 2004, 2016 y 2018 hasta 2025.  
39 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Villaseñor Velarde y Otros Vs. Guatemala. Sentencia de 
5 De Febrero De 2019 (Fondo, Reparaciones y Costas). 
40  CICIG. informe sobre redes ilícitas y crisis política (2018) 



 

 

 

operadores de justicia independientes. A partir de 2018, cuando las investigaciones de la CICIG 
impactaron con mayor intensidad a estas estructuras, los patrones de ataque contra jueces y 
magistrados se transformaron y se intensificaron de manera significativa, con la designación de 
Consuelo Porras como Fiscal General. 

En ese contexto, el entonces presidente Jimmy Morales, junto con otros actores estatales y no 
estatales que se encontraban bajo investigación por actos de corrupción, adoptó medidas dirigidas 
a obstaculizar el trabajo de la CICIG y de los operadores de justicia independientes. Este escenario 
dio lugar a la implementación de nuevas formas de agresión, caracterizadas por el uso sistemático 
de estrategias de “guerra jurídica” o lawfare, ampliamente documentadas por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, la Relatoría Especial sobre la Independencia de Magistrados 
y Abogados de Naciones Unidas y otros organismos internacionales. 

Dichos patrones revelan la utilización combinada y coordinada de mecanismos penales, 
administrativos, disciplinarios y mediáticos con el propósito de intimidar, desacreditar y neutralizar 
a jueces y magistrados independientes, comprometiendo gravemente la independencia judicial y el 
Estado de derecho. 

En ese contexto, es importante destacó que la CIDH colocó al Estado de Guatemala desde el año 
2021 hasta el año 2023, en el capítulo IV B, de su informe anual, como un país donde se violan de 
forma sistemática los derechos humanos, por la falta de independencia de jueces y fiscales, lo que 
impide garantizar el derecho a la justicia de los habitantes de la república. 

En consecuencia, el deterioro de la independencia judicial en Guatemala no puede entenderse como 
un fenómeno aislado o coyuntural, sino como el resultado de un proceso sostenido de acoso para 
causar una impunidad sistemática que ha sido recogida en las diversas sentencias de la Corte IDH 
sobre Guatemala. 

En este sentido, los procesos de acoso y amenazas contra los operadores de justicia, se constituyen 
en operaciones ilegales llevadas a cabo por aparatos clandestinos que trabajan de manera 
sistemática con la aquiescencia, tolerancia y el apoyo del Estado.  Estos aparatos clandestinos 
desarrollan actividades de recolección ilegal de inteligencia, para luego convertirla en operaciones 
ofensiva encaminadas a anular o neutralizar a operadores jurídicos que son considerados 
“enemigos”, por no encontrarse bajo el control de estructuras criminales.  

Desde esta perspectiva, los ataques a la independencia judicial en Guatemala son parte de un patrón 
sistemático y generalizado, en donde los aparatos clandestinos de seguridad juegan un rol central, 
incluyendo inteligencia militar y estructuras criminales vinculadas a redes económicas políticas 
ilícitas. El origen de estas estructuras se remonta a las dictaduras militares de la década de 70 y 8041 
y han logrado sobrevivir, a pesar de esfuerzos importantes para desmantelarlas como los acuerdos 
de paz y posteriormente, la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala.  

 
41 Schwartz. R. (2025) Socavar el Estado desde adentro. Sophos, Guatemala. 



 

 

 

Desde 2017, los ataques se focalizaron en contra de la CICIG, los jueces y fiscales que llevan casos 
de alto impacto, especialmente, los jueces de mayor riesgo, y los fiscales de FECI. Fue en estas 
judicaturas en donde FECI y CICIG promovieron los casos más importantes de Gran Corrupción y 
donde se tramitan casos por graves violaciones a derechos humanos, como genocidio, 
desapariciones forzadas, ejecuciones extrajudiciales 

2. PATRONES DE ATAQUES A LA INDEPENDENCIA JUDICIAL  

Los patrones de ataque, en consecuencia, están basados en componentes de guerra jurídica, 
desarrollados a partir de dos componentes 

2.1. INTELIGENCIA ILEGAL 

Diversos aparatos clandestinos del Estado o vinculados con éste, han realizado labores de 
inteligencia para obtener información privada de los operadores judiciales considerados opositores 
a las estructuras o redes económicas ilícitas. El objetivo de estas operaciones ilegales es hacer un 
perfil psicológico, y descubrir sus vulnerabilidades, para orientar las acciones gubernamentales 
tendientes a neutralizar sus actividades.   Las personas consideradas opositoras o enemigas de estas 
redes son: periodistas, operadores de justicia independientes, políticos opositores, defensores de 
derechos humanos, autoridades ancestrales y la propia CICIG.  

Las formas en que se recopila la información ilegal sobre estos opositores incluyen la vigilancia y 
seguimiento de sus acciones, la interceptación de sus comunicaciones privadas, correos 
electrónicos, el allanamiento de sus residencia u oficinas, e, incluso, el uso de drones de vigilancia. 
Las acciones contra operadores de justicia abarcan el seguimiento de los casos que se encontraban 
en sus despachos judiciales o ministeriales, así como la infiltración del personal que labora en los 
mismos. De igual forma, se recaban  datos de distinto tipo, incluida información personal, 
profesional, laboral, financiera, patrimonial, contactos, núcleo familiar, participación en foros 
públicos y viajes nacionales e internacionales efectuados por los objetivos. 

La perfilación de los opositores se extendió también a sus familias, especialmente, en el caso de 
operadores de justicia de sexo femenino, a través de vigilancia y seguimiento de las actividades de 
sus hijas, aun cuando eran menores de edad42. La inteligencia clandestina permitió identificar y 
recabar múltiples comunicaciones intervenidas y registros y “hojas de vida” de quienes eran 
considerados “blancos” u objetivos de las acciones de inteligencia y también obtener fotografías de 
sus actividades profesionales, familiares, académicas y viajes al exterior. 

La recolección de toda esta información sirvió para que los aparatos clandestinos perfilaran el 
carácter y personalidad de los sujetos, pudieran establecer vulnerabilidades y preparar en 
consecuencia estrategias encaminadas a atacar su integridad psicológica y desestabilizarlos 
emocionalmente.  

 
42 Entrevista con operadora de Justicia magistrada de Corte de Constitucionalidad 



 

 

 

Una víctima de estos métodos ilegales fue el ex Ministro de Gobernación, Francisco Jiménez, quien 
a principios de 2025 denunció haber sido vigilado por estos aparatos clandestinos de inteligencia, 
luego de haber sido fotografiado realizando actividades privadas43.  

2.2. INTELIGENCIA OFENSIVA  

Una vez realizada la fase de recolección de inteligencia, los aparatos clandestinos utilizan 
organizaciones afines a militares para realizar las operaciones clandestinas de ataque, consistente 
en la realización de campañas de desprestigio o acoso cibernético, la criminalización y otros actos 
de hostigamiento.  Entre las organizaciones utilizadas para estos fines se encuentran la FUNDACION 
CONTRA EL TERRORISMO, (FCT)  GUATEMALA INMORTAL, la ASOCIACION DE DIGNATARIOS DE LA 
NACIONES, AVEMILGUA, entre otras.  Estas organizaciones han sido financiadas en algunos 
momentos con fondos estatales, para desarrollar sus actividades de ataque y desprestigio44.  

Los mecanismos desplegados para utilizar LA INTELIGENCA OFENSIVA son: 

2.2.1. ACOSO CIBERNETICO:   

La transmisión sistemática, de mensajes odios y desprestigio  a través de redes sociales, en contra 
de los operadores de justicia, en la cual se utilizan mecanismos psicológicos para causar temor, 
angustia y daño reputacional. Muchos de estos mensajes cuentan con fotografías de los operadores 
de justicia desarrollando actividades profesionales o familiares, lo que da cuenta de que han sido 
sometidos a vigilancia por aparatos de inteligencia. Además, los mensajes evidencian que cuentan 
con información del entorno familiar de los blancos, lo que hace que los mensajes provoquen mayor 
temor. 

Los mensajes son transmitidos tanto por cuentas formales, como anónimas. Entre las cuentas 
nominadas donde se transmiten o retransmiten los mensajes destacan la FUNDACION CONTRA EL  

 

 
43  Óscar García, Lourdes Arana Y Rubén Lacán. Prensa Libre. 7 de enero 2025.  Ministro de Gobernación 
denuncia al perfil “Yes, Master” y dice ser víctima de espionaje. Disponible en : 
https://www.prensalibre.com/guatemala/justicia/ministro-de-gobernacion-denuncia-al-perfil-yes-master-y-
dice-ser-victima-de-espionaje-breaking/ 
44 Manuel Hernández. Prensa Libre. 10 de enero de 2019. Congreso paga personal y oficina a asociación que 
promovió antejuicio contra CC. Disponible en:  
https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/constituyentes-consideran-que-la-cc-se-ha-
extralimitado-en-sus-resoluciones/ y Prensa Libre 10 de enero 2019. . CONFIRMAN PAGO | El Legislativo 
aprobó una transferencia para la Asociación de Dignatarios de la Nación. Siete días después de ello, los 
exconstituyentes presentaron la acción contra los magistrados de la CC 
https://www.facebook.com/prensalibregt/posts/confirman-pago-el-legislativo-aprob%C3%B3-una-
transferencia-para-la-asociaci%C3%B3n-de-dig/10156879346483149/.  

https://www.prensalibre.com/author/oscar-garcia/
https://www.prensalibre.com/author/lourdes-arana/
https://www.prensalibre.com/author/ruben-lacan/
https://www.prensalibre.com/author/manuel-hernandez/
https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/constituyentes-consideran-que-la-cc-se-ha-extralimitado-en-sus-resoluciones/
https://www.prensalibre.com/guatemala/politica/constituyentes-consideran-que-la-cc-se-ha-extralimitado-en-sus-resoluciones/
https://www.facebook.com/prensalibregt/posts/confirman-pago-el-legislativo-aprob%C3%B3-una-transferencia-para-la-asociaci%C3%B3n-de-dig/10156879346483149/
https://www.facebook.com/prensalibregt/posts/confirman-pago-el-legislativo-aprob%C3%B3-una-transferencia-para-la-asociaci%C3%B3n-de-dig/10156879346483149/


 

 

 

TERRORISMO,  y sus miembros Ricardo Méndez Ruiz y Raül Falla45, así como periodistas afines a 
estas redes.  Entre las cuentas anónimas utilizadas destacan las cuentas “la panel Blanca”, “el carrito 
de los helados”, y “Yes Master”. Estas cuentas utilizan simbología militar de la década de los 80, para 
provocar mayor temor y transmitir la idea que se emplearan métodos de la guerra sucia, como la 
desaparición forzada o la ejecución extrajudicial.  Al evocar las prácticas represivas del pasado 
quieren reactivar el miedo y transmitir el mensaje que los aparatos clandestinos de los 80 están 
vigentes y operando con impunidad. 

Las campañas se retransmiten en forma masiva por net centers y bots, que son financiados por estos 
aparatos clandestinos.  Diversos informes han vinculado a estos net centers con funcionarios del 
Poder Ejecutivo, de los gobiernos de Jimmy Morales y Giammateii. Desde 2023, el net center Yes 
Master ha sido vinculado a funcionarios del Ministerio Público, como Ángel Pineda, secretario 
general de esa institución, en denuncias efectuadas por el diputado Julio Enrique Montano 
Méndez46, el magistrado suplente de Corte de Constitucionalidad Rony López47 y el Ministro de 
Gobernación, Francisco Jiménez48. 

Los mensajes transmitidos contra operadores de justicia, contiene violencia simbólica, como exhibir 
imágenes de ellos entre rejas, indicando que serán llevados a la cárcel por sus decisiones judiciales 
ilegales. 

En un mensaje emitido en 2023, la  FCT se jacta que ha logrado expulsar de sus cargos judiciales y 
fiscales, a todos sus objetivos: entre ellos, la Magistrada de CC, Gloria Porras, el Juez Miguel Ángel 
Gálvez, la Jueza Erika Aifán. El Fiscal Juan Francisco Sandoval, la Fiscal Eva Siomara Sosa, la Fiscal 
Virginia Laparra, las abogadas de CICIG Leyly  Santizo y el periodista Rubén Zamora.  

 

 

 
45 Ambos incluidos en la Lista Engel del Departamento de Estado de Estados Unidos por socavar la democracia 
y la lucha contra la corrupción y la impunidad.  
46 La Hora, 12 de noviembre de 2023_ Diputado Montano bajo ataque de Netcenter, señala a Ángel Pineda y 
diputados. tps://lahora.gt/nacionales/diego/2023/11/22/diputado-montano-bajo-ataque-de-netcenter-
senala-a-angel-pineda-y-diputados/  
47 La hora. 16 de enero 2024. Crece la presión por Ángel Pineda: Magistrado de la CC, Rony López, lo señala 
en carta. Disponible en  https://lahora.gt/nacionales/jmaldonado/2024/01/16/crece-la-presion-por-angel-
pineda-magistrado-de-la-cc-rony-lopez-lo-senala-en-carta/ y La hora. 10 de abril de 2024. Denuncia contra 
¡Yes Máster! para establecer vínculo con crimen organizado no prospera en MP, 
https://lahora.gt/nacionales/diego/2024/04/10/denuncia-contra-yes-master-para-establecer-vinculo-con-
crimen-organizado-no-prospera-en-mp/  
48 Óscar García, Lourdes Arana Y Rubén Lacán. Prensa Libre. 7 de enero 2025.  Ministro de Gobernación 
denuncia al perfil “Yes, Master” y dice ser víctima de espionaje. Disponible en : 
https://www.prensalibre.com/guatemala/justicia/ministro-de-gobernacion-denuncia-al-perfil-yes-master-y-
dice-ser-victima-de-espionaje-breaking/ 
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2.2.2. Uso indebido del derecho penal para intimidar y criminalizar a operadores 

de justicia 
 
Las operaciones de acoso cibernético van acompañadas de actos de criminalización, como parte de 
la estrategia de guerra jurídica.  
 
La FCT y otras organizaciones afines han presentado de manera sistemática denuncias infundadas, 
con el objetivo de intimidar y hostigar a los operadores de justicia.  Según reportes de la CIDH, la 
FCT ha presentado más de 80 denuncias contra operadores de Justicia como Gloria Porras, 
magistrada de la Corte de Constitucionalidad, Juan Francisco Sandoval y otros funcionarios de 
Justicia49.  
 
Dichas denuncias han dado lugar a procesos judiciales infundados, aprovechado un Ministerio 
Público que se encuentra cooptado por las redes criminales50.  De esta manera las denuncias y 
procesos judiciales se han convertido en herramienta para intimidar a jueces, fiscales y periodistas, 
lo que genera autocensura o inhibe investigaciones. 
 
Muchos de los jueces denunciados contaban con medidas de seguridad de la CIDH, por su labor 
independiente en casos de alta peligrosidad, por estar dirigidos contra militares de alto rango 
durante el conflicto armado y funcionarios públicos acusados de gran corrupción. Entre otros 
funcionarios que contaban con medidas de seguridad de la CIDH se encuentran los magistrados de 
la CC Gloria Porras, José Francisco de Mata vela, Bonerge Mejía, Mynor Par Usen y Cristina 
Fernández los jueces Miguel Ángel Gálvez, la Jueza Erika Aifán; los jueces del Tribunal de Sentencia  

 
49 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de derechos humanos en 
Guatemala, 2025 
50 Relatoría Especial de Naciones Unidas sobre la independencia de magistrados y abogados, Informe 
preliminar sobre Guatemala. Mayo 2025 



 

 
 
 

de Mayor Riesgo A, que llevaron el juicio por genocidio, Yazmín Barrios, Patricia Bustamante, y Pablo 
Xitumul : la Fiscal General de la República Thelma Aldana, entre otros. En total, 34 operadores de 
Justicia, entre jueces y fiscales, contaban con medidas de seguridad de la CIDH. 
 
Ante el incumplimiento de estas medidas de seguridad, algunos de estos casos fueron elevados ante 
la Corte interamericana de Derechos Humanos, la cual otorgó medidas provisionales a favor del Juez 
Miguel ángel Gálvez, los fiscales de FECI A y B, la Fiscal de derechos Humanos, Elena Sut.  
 
Los procesos judiciales contra estos operadores de justicia, a pesar totalmente infundados, han 
dado lugar a solicitudes de antejuicio, procesos judiciales arbitrarios y en algunos casos órdenes de 
aprehensión.   En el caso del juez Miguel Ángel Gálvez, a pesar de la medida provisional decretada 
por la Corte IDH ordenando hacer cesar la criminalización en su contra, los procesos judiciales 
prosiguieron51. 
 
Es preciso reseñar que la FCT inició el 11 mayo de 2022, una solicitud de antejuicio contra el juez 
Miguel Ángel Gálvez, por los supuestos delito de “prevaricato”, “abuso de autoridad”, 
“incumplimiento de deberes” y “realización de detenciones ilegales con causas agravantes ‘en 
forma continuada’”. La denuncia fue presentada poco tiempo después que el juez Gálvez había 
enviado a juicio a nueve militares y policías retirados en el marco del caso “Diario Militar” por los delitos 
de “asesinatos”, “desapariciones” y “violencia sexual” durante el conflicto armado interno en 
Guatemala. En esa ocasión, la FCT anunció que no descansaría hasta conseguir la orden de captura 
contra el juez Miguel Ángel Gálvez.   
 
En ese marco, en septiembre de 2022 se presentó las medidas provisionales a favor del Juez Gálvez 
ante la Corte IDH.  En resolución de 9 de septiembre de 2022 la Corte IDH ordenó suspender la 
criminalización contra el Juez Gálvez. Sin embargo, la CSJ ignoró la orden alegando, que su 
cumplimiento correspondía al Estado de Guatemala. La Corte de Constitucionalidad tampoco acató la 
orden y declaró sin lugar una acción de amparo para suspender el proceso judicial. Ante la inminencia 
que la CSJ le retirara la inmunidad, el Juez Gálvez renunció a su cargo y se vio forzado a salir al exilio. 
 
El caso de la Jueza Erika Aifán es similar en cuanto al proceso de criminalización, dado que se le 
pretendía retirar la inmunidad, también por un antejuicio presentado por la FCT52.  La jueza se vio 
obligada a exilarse cuando era inminente que se le retiraría la inmunidad.  
 
Ambos jueces llevaban casos muy importantes por estar en el Juzgado de Mayor Riesgo, en donde se 
llevan procesos de gran corrupción. Su remoción era estratégica para obtener la impunidad en estos 
casos.   Tras la salida de ambos jueces, se designó a jueces que han dejado en libertad o han 
desestimado los procesos por gran corrupción. 
 

 
51 Corte IDH. Resolución de la de 9 de septiembre de 2022 Medidas provisionales y supervisión de 
cumplimiento de sentencia. Caso Gudiel Álvarez Y Otros ("Diario Militar") Vs. Guatemala. 
52 PRENSA LIBRE 24 de enero de 2022. Presentan tercera solicitud de retiro de antejuicio contra la jueza de 
Mayor Riesgo Erika Aifán.  Disponible en https://www.prensalibre.com/guatemala/justicia/presentan-
tercera-solicitud-de-retiro-de-antejuicio-contra-la-jueza-de-mayor-riesgo-erika-aifan/ 



 

 
 
 

Igualmente, otros jueces independientes han sido víctimas de denuncias espurias de la FCT o grupo 
afines, luego que han emitido decisiones judiciales contrarias a militares o grupos vinculados a las redes 
ilícitas. Entre otros: el juez Carlos Ruano, la Jueza Wendy Coloma, Sergio Alejandro Vega y Pablo 
Xitumul. 
 
3. Consecuencias de los de ataques a la independencia judicial 

Para 2023, la información analizada por la CIDH indicó que el deterioro de los derechos humanos y 
el Estado de derecho continuó agudizándose” por el ejercicio abusivo del poder por parte del 
Ministerio Público que socava y contraría el Estado de Derecho, lo que a su vez se refleja en el 
incumplimiento sistemático y prolongado del Estado con su obligación de combatir la 
impunidad”53 

En su informe preliminar de la visita in loco realizada en julio de 2024, la CIDH señaló que la 
criminalización se ha convertido en una herramienta para silenciar a quienes luchan contra la 
impunidad y la corrupción. Además, la CIDH destacó la instrumentalización del sistema de justicia 
para perseguir a personas defensoras de derechos humanos, periodistas y operadores de justicia, 
señalando que estas acciones representan un grave retroceso en la lucha contra la corrupción y la 
impunidad en el país54  Además, la CIDH indicó que:  

Ante el patrón de criminalización generalizada en contra de ciertos perfiles o grupos de 
personas, la CIDH urge a los tribunales de justicia, y especialmente a la Corte Suprema de 
Justicia, así como la Corte de Constitucionalidad, a cumplir efectivamente con su obligación 
y función de ejercer un control de constitucionalidad y convencionalidad para limitar el 
ejercicio abusivo del poder punitivo del Estado, evitando las arbitrariedades y cualquier 
represalia. Mientras no cese la criminalización de quienes ejercen sus derechos humanos y 
se continúe instrumentalizando la justicia con fines espurios, Guatemala no podrá superar 
los problemas estructurales que afectan su institucionalidad democrática55. 

La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACDH) 
durante la visita al país del Comisionado Volker Türk (julio 2024) condenaron públicamente la 
“criminalización de defensores de derechos humanos, exfuncionarios de justicia, periodistas y 
autoridades indígenas” y recalcaron que el uso del derecho penal no debe sustituir el ejercicio 
legítimo de protesta ni la defensa de derechos colectivos.  

Por su parte, la Relatora Especial de la ONU, Margaret Satterthwaite, durante su visita a Guatemala 
en mayo de 2025, condenó la criminalización. El uso instrumental del derecho penal por parte del 
Ministerio Público parece equivaler a un patrón sistemático, intencional y severo de privación de  

 
53  CIDH. Informe anual 2023.  Capitulo IV. B. Guatemala, parr.6 
54 CIDH. Observaciones preliminares a su visita in loco a Guatemala. OEA/Ser.L/V/II.doc.124/24 Aprobado el 
15 de agosto, 2024. 
55 CIDH. Observaciones preliminares a su visita in loco a Guatemala.parr.22. 



 

 

 

derechos fundamentales, dirigido contra grupos específicos. Esta persecución parece intensificarse, 
ya que quienes han tratado de poner fin a la impunidad y la corrupción, defender los derechos 
humanos o denunciar los abusos de poder se enfrentan cada vez más al acoso digital, las amenazas 
y las acusaciones penales. 

 Para la Relatora la criminalización viola  derechos humanos fundamentales, como el derecho a un 
juicio justo y público, a las debidas garantías procesales, a una preparación adecuada de la defensa 
y a la comunicación privada con un abogado, en virtud del artículo 14 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos. El” despliegue coordinado y sistemático de tácticas específicas convierte 
el procesamiento en persecución” 

Tanto la CIDH como el Alto Comisionado de DDHH y la Relatora Especial de la ONU coinciden en que 
la criminalización de operadores de justicia y periodistas en Guatemala es una estrategia para 
desmantelar el estado de derecho y perpetuar la impunidad. Ambas instan al Estado guatemalteco 
a cesar estas prácticas, garantizar la independencia judicial y proteger a quienes defienden los 
derechos humanos y la libertad de expresión. 

Finalmente, el Alto Comisionado de ONU ha dicho que "Guatemala debe dejar inmediatamente de 
abusar de la ley para acosar a los jueces"   Igualmente, la CIDH urgió al Ministerio Público a hacer 
cesar la criminalización de operadores de justicia, jueces, defensores de derechos humanos, 
periodistas y autoridades indígenas56.  

Todos estos actos combinados de guerra jurídica, han tenido un impacto severo en la vida de jueces 
y fiscales independientes. Cerca de 7 jueces han sido removidos o suspendidos de sus cargos, como 
consecuencia de la criminalización y 6 jueces han partido al exilio, como consecuencia de la 
criminalización 

IV.  Impacto del control del sistema de justicia en las resoluciones judiciales  

El control administrativo de la Corte Suprema de Justicia, sobre  las Salas de Apelaciones y los jueces 
ha generado dos impactos principales en el sistema de justicia. 

Por un lado, la emisión de resoluciones que favorecen la impunidad en casos relacionados con 
graves violaciones a derechos humanos, corrupción y estructuras de crimen organizado. 

Por otro lado, se ha denunciado un incremento en la criminalización de operadores de justicia, 
defensores de derechos humanos, periodistas y autoridades indígenas, lo que afecta el 
funcionamiento del Estado democrático de derecho. 

4.1. Resoluciones vinculadas a impunidad en casos de derechos humanos y corrupción 

 
56 CIDH. Observaciones preliminares a su visita in loco a Guatemala.parr.82.4 



 

 

 

En relación con casos de graves violaciones a derechos humanos, se han emitido resoluciones 
altamente cuestionadas en procesos como CREOMPAZ y el juicio por genocidio contra el general 
Benedicto Lucas García. 

En el caso CREOMPAZ, la Sala Segunda de Apelaciones de Mayor Riesgo anuló lo actuado por el 
Juzgado Primero de Primera Instancia Penal de Mayor Riesgo A, mediante resolución del 5 de 
noviembre de 2024, y ordenó la libertad de varios militares acusados de desaparición forzada. 
Aunque posteriormente la Corte de Constitucionalidad revocó el amparo, el retraso procesal de 
aproximadamente un año tuvo efectos significativos en el desarrollo del juicio, incluyendo el riesgo 
de impunidad por prescripción o fallecimiento de procesados. 

En el caso del juicio por genocidio Ixil seguido en contra del General Benedicto Lucas García, la Sala 
Primera de Mayor Riesgo declaró con lugar una recusación planteada por la defensa, lo que provocó 
la anulación de actuaciones avanzadas del juicio, cuando se habían realizado 99 audiencias con 
participación de 150 víctimas, testigos y peritos. La decisión de la Sala se produjo cuando el Tribunal 
de Sentencia se encontraba a punto de emitir sentencia. La decisión es a todas luces extemporánea 
e infundada, y fue emitida con el único propósito de anular de facto, todo lo actuado por el Tribunal 
de Sentencia para impedirles pronunciar su fallo. Esto representa una grave denegación del derecho 
a la justicia para el pueblo Ixil, que tiene más de 45 años de esperar justicia en este caso.  

En materia de corrupción, también se han adoptado resoluciones que han causado impunidad de 
funcionarios públicos, empresarios y diputados en casos de gran corrupción En los casos de 
corrupción, se han emitido resoluciones que han devuelto propiedades y dinero incautado a los 
funcionarios sindicados de corrupción, como Otto Pérez Molina, Alejandro Sinibaldi,  Manuel 
Baldizón y Roxana Baldetti, entre otros.  

En el caso de Otto Pérez Molina, los magistrados suplentes de la Sala Segunda de Apelaciones de 
Mayor Riesgo ordenaron devolver la finca ubicada en Zaragoza, Chimaltenango, a la entidad Vista 
Servicios Electrónicos S.A., vinculada al expresidente Otto Pérez Molina. 

Se ha señalado que algunas decisiones judiciales han reinterpretado indebidamente normas sobre 
extinción de dominio, particularmente al considerar inválidas pruebas obtenidas durante períodos 
en los que los investigados aún gozaban de inmunidad, sin tomar en consideración que la extinción 
de dominio no es un proceso penal y, por lo tanto, no se encuentra amparado por el derecho de 
antejuicio. En este sentido, el artículo 5º de la Ley de Extinción de dominio indica:  “Para investigar 
sobre las causales de extinción de dominio, ejercer la acción ante los tribunales competentes y 
decidir sobre la demanda, no será necesario el procesamiento penal ni resolución definitiva o previa 
de los jueces que conozcan el caso penal, ni otro requisito que no se encuentre señalado en la 
presente Ley””. 

Asimismo, el traslado del juez Villeda del juzgado especializado, sin una causa justificada y la 
designación de Jaime Delmar González, es una violación de la garantía de juez natural, que ha 
influido en decisiones que facilitaron la restitución de bienes previamente asegurados por el Estado. 



 

 

 

4.2. Resoluciones vinculadas a criminalización 

Las decisiones judiciales relacionadas con la criminalización de defensores de derechos humanos, 
periodistas, fiscales, jueces y autoridades indígenas evidencian, según diversos informes de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la Relatora de Independencia Judicial y otros 
organismos internacionales, un patrón sistemático de uso indebido del derecho penal. 

La Sala tercera del ramo penal, vinculada al diputado Felipe Alejos,  ha emitido sus resoluciones que 

generan criminalización57 : 

En marzo de 2025, dicha sala  revocó la libertad al periodista José Rubén Zamora cuando el entonces 

juez suplente del juzgado segundo penal, Erick García  le había concedido la medida sustitutiva. El 

Grupo de Trabajo de Detenciones ilegales o arbitrarias ya había declarado que la detención de 

Zamora es contraria al derecho a la libertad consagrado en el PIDCYP y una represalia por el ejercicio 

de la libertad de expresión58. El juez Erick García había concedido medidas sustitutivas un día 

después de haber sido recusado. En lugar de resolver las apelaciones, la Sala declaró una actividad 

procesal defectuosa, anuló lo actuado desde el planteamiento de la recusación y dejó sin efecto las 

medidas otorgadas, ordenando el retorno de Zamora a prisión. Con posterioridad una decisión de 

amparo de la CSJ dejó sin efecto lo resuelto por la sala. Sin embargo, en el interín Zamora 

permaneció en prisión cerca de un año. La Cámara de Amparo y Antejuicio de la Corte Suprema de 

Justicia (CSJ) de Guatemala confirmó en marzo de 2026 la libertad del periodista José Rubén Zamora, 

al resolver amparos que respaldan las medidas sustitutivas (arresto domiciliario) otorgadas 

previamente.  

En abril de 2025, la Sala también revocó  la medida sustitutiva que permitía en su momento a los 

magistrados del Tribunal Supremo Electoral (TSE), volver a sus labores59. 

El 4 de junio  de 2025, la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones del Ramo Penal Narcoactividad y 

Delitos contra el ambiente decretó en rebeldía a 26 personas sospechosa del Ministerio Público por 

el caso, incluyendo a Iván Velásquez, exjefe de la Comisión Internacional contra la Impunidad en 

Guatemala (Cicig) y Luz Adriana Camargo, actual fiscal general de Colombia y quien se desempeñó 

como Jefe de investigación de CICIG.  Esta orden excedía de sus atribuciones, pues la fiscalía  

 
57 https://lahora.gt/nacionales/sosegueda/2025/07/21/sala-vinculada-a-felipe-alejos-envio-expediente-
incompleto-en-caso-acuerdos-fraudulentos/  
58 Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria (GTDA) de las Naciones Unidas. Opinión núm. 7/2024 del 
17 de mayo de 2024  
59 https://www.prensalibre.com/guatemala/justicia/sala-prohibe-ejercer-cargos-a-magistrados-del-tse-
senalados-en-caso-trep-breaking/  
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únicamente pidió 10 órdenes que incluyen a exfiscales, así como al excomisionado y la fiscal general 

colombiana. La  Sala tercera no podía emitir órdenes de aprehensión contra el ex comisionado de 

CICIG y la abogada Camargo, dado que gozan de inmunidad para ser procesados por el Acuerdo de 

Creación de CICIG y el único que puede levantar dicha inmunidad es el Secretario General de 

Naciones Unidas.   La actuación de la Sala denota un desprecio absoluto hacia la legalidad y un 

ejercicio arbitrario de sus funciones.   La orden fue revocada tras un amparo por la Corte de 

Constitucionalidad.  

En el caso de Héctor Chaclán y Luis Pacheco, la Sala Tercera declaró con lugar una recusación 

planteada por la Fundación contra el Terrorismo  en contra del  juez que conocía el caso, sin que 

estuviera probada la causal.  De manera ilegal designó como nuevo Juez a Freddy Orellana, del 

Juzgado Séptimo de Primera Instancia Penal, lo cual era totalmente ilegal, ya que el Juez Orellana 

tiene interés directo en el asunto, dado que, en su momento, las autoridades indígenas solicitaron 

su renuncia por sus resoluciones que permitieron la criminalización del proceso electoral de 2023. 

En conclusión, las decisiones de ciertos jueces que han sido sancionados en la Lista Engel y 

conformadas por las salas de apelaciones han favorecido la criminalización contra operadores de 

justicia, periodistas y autoridades indígenas   Esto genera situaciones de persecución arbitraria con 

la finalidad de provocar un efecto intimidante contra jueces, fiscales y periodistas que han luchado 

en contra de la corrupción y la impunidad.  

4.3. LA CRIMINALIZACIÓN COMO CRIMEN DE PERSECUCIÓN  

En conclusión, los hechos documentados por los órganos de protección internacional de derechos 
humanos reflejan un patrón sistemático de utilización del sistema penal como instrumento de 
represión política, dirigido contra sectores específicos: operadores de justicia, periodistas, 
defensores de derechos humanos, líderes indígenas y opositores políticos.  

Esta conducta encaja en la definición del crimen de persecución del artículo 7(1)(h) del Estatuto de 
Roma, que comprende la privación intencional y grave de derechos fundamentales en 
contravención del derecho internacional, por motivos políticos o de pertenencia a un grupo 
identificable. El documento evidencia que la persecución se orientó precisamente a castigar a 
quienes promovieron la lucha contra la corrupción, la transparencia y los derechos humanos, es 
decir, a un grupo determinado por su función pública y por sus opiniones políticas60. 
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En segundo lugar, se cumple el elemento contextual de los crímenes de lesa humanidad, al existir 
un ataque generalizado y sistemático contra la población civil, ejecutado conforme a una política 
estatal o con tolerancia de las más altas autoridades. Los informes de órganos de protección de 
derechos humanos demuestran que la criminalización no fue un conjunto de hechos aislados, sino 
parte de una política impulsada desde la Fiscalía General bajo Consuelo Porras, en coordinación con 
actores privados como la Fundación Contra el Terrorismo y ciertos sectores del poder judicial, 
organismo ejecutivo y Legislativo. Este patrón de actuación —que incluye vigilancia, campañas 
difamatorias a través del acoso cibernético, judicialización arbitraria ante jueces ad hoc y prisión 
preventiva abusiva— constituye una forma de ataque institucionalizado contra quienes el poder 
identifica como enemigos políticos. 

Asimismo, los actos materiales de persecución descritos implican una privación intencional de 
derechos fundamentales como: libertad personal61, libertad de expresión62, derecho a un juez 
independiente, competente e imparcial63, libertad de asociación64 y garantías judiciales65. Estas 
privaciones, reiteradas y dirigidas, satisfacen los elementos objetivos del crimen de persecución. En 
la práctica, el aparato judicial fue utilizado no para aplicar la ley sino para castigar selectivamente la 
disidencia y destruir el Estado de derecho. 

V.  Conclusiones y  Recomendaciones 

5.1. Conclusiones 

El análisis evidencia que las amenazas a la independencia judicial en Guatemala son estructurales y 
sistémicas. 

Entre los principales factores destacan: 

• La concentración de poder en la Corte Suprema de Justicia 
• La debilidad del Consejo de la Carrera Judicial 
• La politización de los procesos de nombramiento 
• La falta de estabilidad judicial 
• El uso indebido del régimen disciplinario 

 
61 Artículo 7.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 9 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y políticos 
62 Artículo 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 19 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos.  
63 Artículo 8.,1. De la Convención Americana de Derechos Humanos y 14  del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos 
64 Artículo 15 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 22 del Pacto internacional de Derechos 
Civiles y Políticos 
65  Artículos 8 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 2.3 y 14 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos. 



 

 

 

Estas condiciones impiden la consolidación de un sistema judicial independiente y afectan el 
cumplimiento de obligaciones internacionales del Estado. En particular, el control jerárquico de la 
CSJ sobre la carrera judicial, ha permitido el traslado arbitrario de jueces a nuevos destinos, 
permitiendo una reconfiguración de las judicaturas a conveniencia de sus intereses políticos.  
Asimismo, la designación de magistrados de Cortes de Apelaciones, ha significado crear salas ad 
hoc, que responden a los intereses de redes político económicas ilícitas. 

Por otra parte, la existencia de un entorno hostil a los jueces y magistrados, impide crear las 
condiciones para ejercer la función jurisdiccional. A lo largo de su historia reciente, los jueces y 
magistrados independientes han sufrido ataques a su  vida, integridad personal, y a su reputación. 
Estos ataques provienen de aparatos clandestinos de inteligencia, que operan con total impunidad, 
ya que cuentan con la aquiescencia, tolerancia y respaldo de actores estatales. 
 
Desde el año 2018, con el nombramiento de CONSUELO PORRAS como Fiscal General, se han 
modificado los patrones de ataque a la independencia judicial, por lo que se ha utilizado la 
criminalización contra operadores de justicia. Esto ha llevado a que varios juzgadores hayan debido 
abandonar el país, por temor a ser encarcelados arbitrariamente.  Esto genera un efecto inhibidor 
en la independencia judicial y constituye persecución como crimen de lesa humanidad. 

5.2. Recomendaciones  

Se recomienda al Estado de Guatemala: 

1. Reformar el marco constitucional para garantizar  la separación entre función jurisdiccional y 
gobierno judicial, institucionalizando la autonomía del Consejo de la Carrera Judicial, el cual 
debe tener una composición hibrida entre miembros del Poder Judicial y miembros externos 
que puedan representar los intereses sociales, especialmente de grupos vulnerables como 
mujeres, pueblos indígenas y otros grupos sociales excluidos. 

 
2. Establecer procesos de nombramiento basados en mérito, transparencia y evaluación 

sustantiva.  
3. Garantizar la estabilidad en el cargo de jueces y magistrados. 

a. Los magistrados de Corte suprema de Justicia, deberían contar con periodos más 
prolongados (6-9 años), con renovación por tercios  

b. Los magistrados de  Cortes de Apelaciones  deberían de contar con periodos  vitalicios, 
salvo mal ejercicio del cargo y su elección  debería ser efectuada por concursos públicos 
de oposición ante el Consejo de la Carrera Judicial 

 
4. Fortalecer la independencia de los órganos disciplinarios del Organismo  Judicial , asegurando 

la  participación de las víctimas ante la Junta de Disciplina Judicial y un debido proceso 
administrativo que realmente deduzca la responsabilidad de los jueces y magistrados que 
incurran en faltas durante el ejercicio del cargo.  
 

5. Adoptar medidas efectivas de protección para operadores de justicia. 



 

 

 

6. Hacer cesar los actos de criminalización contra los operadores de justicia, dando cumplimiento 
a las recomendaciones de la CIDH y la Relatora de Independencia Judicial  
 

7. Promover investigaciones serias y exhaustivas con relación a los actos de hostigamiento y 
amenazas contra operadores de justicia, que permitan la identificación, procesamiento y castigo 
de los responsables de estas violaciones, para lo cual el Fiscal General deberá designar una fiscal 
especial.  
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